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El presente artículo analiza el deber de 
motivación de los actos administrativos 
como instrumento que garantiza la trans-
parencia y rendición de cuentas de la 
gestión ad ministrativa, de acuerdo a la 
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de la República para el caso de actos 
del proceso califi catorio

Palabras clave: Acto Administrativo, mo-
tivación, proceso clasifi catorio. 

This article analyses the duty to give 
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instrument that ensures transparent and 
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Introducción

La Administración del Estado, en atención a su fi nalidad de promover 
el bien común, propende a la satisfacción de las necesidades colecti-
vas de las personas mediante las herramientas que le brinda el orde-
namiento jurídico. En el cumplimiento de dicho fi n, los órganos de la 
Administración del Estado (en adelante, OAE) manifi estan su voluntad 
mediante los actos administrativos (en adelante, AA). En este contexto, 
con el propósito de evitar decisiones arbitrarias y favoreciendo la trans-
parencia y accountability de la gestión, los AA deben ser motivados1.

El presente texto tiene por objeto destacar la importancia de la 
motivación de los AA y determinar el contenido de dicho deber res-

1  REAL 1980, 124-125, y SOTO KLOSS 1996, 90. 
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pecto de un caso práctico: el proceso califi catorio, mediante el análisis de la 
jurisprudencia del órgano contralor.

I. La motivación de los AA

1. El deber de motivación de los AA

La concreción del objeto de la Administración del Estado se manifi esta en la 
particularidad de la competencia de cada uno de sus servicios y órganos; los 
cuales tienen fi nalidades diversas pero que, en conjunto con la de los demás 
OAE, propenden al bien común.

Como se señaló, los OAE manifi estan su voluntad mediante el AA. La 
ley defi ne al AA como “las decisiones formales que emitan los órganos de 
la Administración del Estado en las cuales se contienen declaraciones de 
voluntad, realizadas en el ejercicio de una potestad pública”2. Un concepto 
más sustancial de AA lo caracteriza como una “ordenación racional unilateral 
dictada por un sujeto en el ejercicio de una función administrativa, que, des-
tinada a la satisfacción de una necesidad pública concreta, produce efectos 
jurídicos directos”3.

El AA está compuesto por elementos, que concurriendo le dan su enti-
dad de tal4. En todo AA están presentes los elementos objetivos de la com-
petencia (la cual puede estar limitada en atención a la materia, al territorio 
o al grado) y del contenido (el cual a su vez se puede distinguir entre aquel 
esencial, natural y accidental); el elemento causal (motivos tanto jurídicos 
como fácticos); el elemento teleológico (fi nalidad); y el elemento formal (el 
cual se refi ere a la forma de producción, la motivación y la impugnación me-
diante los recursos correspondientes).

Teniendo presente dichos elementos, es posible distinguir entre el mo-
tivo y la motivación del AA. El primero consiste en sus consideraciones de 
hecho y de derecho que hacen procedente la consecuente decisión, mientras 
que el segundo radica en la expresión, la externalización o la manifestación 
de dichos fundamentos5. 

La separación del motivo y la motivación del AA eran evidentes antes 
de la publicación de la Ley Nº 19.8806. Con su promulgación, la separación 
aludida se volvió menos evidente al regular el legislador dos puntos críticos: 

2  Art.3, Ley Nº 19.880.
3  Citado por FERMANDOIS Y BARAONA 2003, 82.
4  Respecto a cuáles son los elementos del AA seguiremos a BERMÚDEZ 2014, 147 a 152.
5  En palabras del profesor Iván Aróstica, “[…] entendemos por motivo las condiciones y circuns-
tancias de hecho y de derecho que posibilitan y justifi can la emisión de un [acto administrativo] 
en conformidad con el Ordenamiento Jurídico, y por motivación la expresión de esos motivos 
en el [acto administrativo] mismo, o en otras palabras, la consignación expresa y sufi cientemen-
te explícita de los motivos en los ‘vistos’ y ‘considerandos’ de la decisión adoptada”. ARÓSTICA

1986, 500. 
6  VERGARA 2002, 348.
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mandata que la resolución que da término al procedimiento y que contiene 
la decisión del OAE debe ser fundada7 y que aquellos actos que afecten los 
derechos de los particulares deben siempre expresar los hechos y los funda-
mentos de derecho8. Con ello, hoy se puede afi rmar que los OAE tienen la 
obligación de expresar los motivos del AA, un deber de motivación.

2. La relevancia de la motivación de los AA

Se destacan dos razones que explican la importancia de la motivación del 
AA: el acto debe contener sus fundamentos para evitar la arbitrariedad del 
actuar de la Administración del Estado y para garantizar el derecho de defen-
sa del afectado por el acto en cuestión. 

Primero, está en la esencia del AA el ejercicio del poder público condi-
cionado a la fi nalidad del servicio. En otras palabras, residiendo la soberanía 
en la nación y siendo nuestro país una república democrática, los OAE deben 
justifi car sus decisiones conforme a la fi nalidad del servicio y a las circunstan-
cias fácticas y jurídicas. Obrar sin motivación conllevaría sostener que la Ad-
ministración actúa de forma caprichosa, alejándose del marco jurídico que la 
restringe y en vulneración a los derechos de los particulares9. 

Segundo, al contener expresamente el fundamento de la decisión de 
la Administración, el AA fundado posibilita al interesado recurrir de manera 
efectiva contra dicho acto, sea mediante los recursos administrativos o ante 
sede judicial.

La Contraloría General de la República (en adelante, CGR) ha recogido 
ambas fi nalidades de la motivación al señalar que un AA no se encuentra 
debidamente motivado cuando “no expresa las circunstancias de hecho y 
fundamentos de derecho que sustentan la decisión al no hacerse cargo de 
las alegaciones efectuadas por el recurrente de marras, como lo exigen los 
indicados preceptos a fi n de precaver posibles arbitrariedades y de permitir 
que el interesado interponga los recursos legales con conocimiento de las ra-
zones que llevaron a la autoridad a adoptar la medida de que se trata”10.

II. Caso práctico: procesos califi catorios

1. Consideraciones previas

Los OAE requieren de recursos humanos para el cumplimiento de su fi na-
lidad. La relación entre el Estado y sus funcionarios se encuentra normada, 
principalmente, por un sistema integral de regulación del empleo público 

7  Art. 41, inc. 4, Ley N° 19.880. 
8  Art. 11, inc. 2, Ley N° 19.880. 
9  En palabras del profesor Bermúdez, “[…] lo motivado de modo insufi ciente o inadecuado 
equivale a decir que la Administración no ha dado razones de su actuación y que por tanto lo 
hace en virtud de su sola voluntad, es decir, arbitrariamente”. BERMÚDEZ 1996, 208.
10  Dictamen Nº 70.935 (2011).
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conocido como carrera funcionaria, la cual está fundada en los principios de 
carácter técnico y profesional, respecto de la cual se encuentra asegurado 
tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y 
el perfeccionamiento de sus integrantes.

En este contexto, el sistema de califi cación tiene por objeto evaluar el 
desempeño y las aptitudes de cada funcionario en atención a las exigencias y 
características de su cargo; y se encuentra regulado fundamentalmente por el 
Estatuto Administrativo.

Las etapas del proceso califi catorio son tres: precalifi cación, califi cación 
y apelación o reclamo.

El proceso se inicia mediante la precalifi cación del funcionario por su 
Jefe Directo, constituida por conceptos, notas y antecedentes (como las ano-
taciones de mérito –constancia de conducta o desempeño destacado– o de 
demérito –constancia de conducta o desempeño reprochable– que consten 
en la hoja de vida correspondiente al periodo anual de califi cación). 

Luego la Junta Califi cadora, en consideración de la correspondiente 
precalifi cación, acordará la califi cación en atención a los factores de evalua-
ción, ponderando conforme a los respectivos reglamentos. Por ejemplo, en 
el “Reglamento Especial de Califi caciones para los/as funcionarios/as de 
la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia” (Decreto 
N°519/2014, del Ministerio de Justicia) se consideran como factores a evaluar 
(i) el rendimiento –subfactores: la planifi cación y organización del trabajo y el 
cumplimiento, calidad y oportunidad del trabajo–, (ii) las condiciones perso-
nales –subfactores: las relaciones interpersonales y trabajo en equipo y el co-
nocimiento del trabajo–, (iii) comportamiento funcionario y responsabilidades 
institucionales –subfactores: el cumplimiento de las políticas, normas y pro-
cedimientos institucionales y el cumplimiento de horario de inicio y término 
de la jornada laboral y permanencia en el lugar de trabajo–, (iv) la dirección 
–subfactores: el liderazgo, comunicación y empoderamiento y la planifi cación 
del trabajo y gestión del desempeño–.

Finalmente, el funcionario tiene derecho a apelar contra las resoluciones 
que contengan la precalifi cación del Jefe Directo o la califi cación de la Junta 
Califi cadora.

2. Alcance del control de legalidad de la CGR.

La CGR ejerce el control de legalidad de los AA, el cual consiste en “el análi-
sis que el órgano de control efectúa sobre un acto administrativo para verifi -
car la conformidad con el derecho objetivo, lo que supone la verifi cación de 
la juridicidad de los actos de la Administración”11. Se excluye de dicha facul-
tad, el control de mérito o fi nalidad de los mismos ya que expresamente lo 
dispone el art. 21 B, de la Ley N° 10.336, además de que dicha apreciación 

11  CORDERO 2009, 63.
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“corresponde a la Administración activa y no a la [CGR] de manera que cons-
tituyen competencias privativas”12.

En cuanto al proceso califi catorio, considerando que los actos a contro-
lar contienen decisiones de mérito, el ente contralor ha reconocido limitacio-
nes respecto de sus propias potestades al sostener que “la facultad de este 
Organismo Fiscalizador para revisar los procesos califi catorios de los funcio-
narios de esa entidad policial, dice relación con la posible existencia de arbi-
trariedades o vicios de legalidad que pudieran presentarse en sus diferentes 
etapas, pero no sobre el mérito y desempeño de los servidores”13.

3. La motivación de la precalifi cación

La CGR ha sostenido que la precalifi cación en el proceso califi catorio adole-
cería de falta de motivación en las siguientes situaciones:

Al existir discrepancia entre las notas asignadas en los informes de 
desempeño y las que se consignan en la precalifi cación, sin mediar funda-
mento alguno que justifi que la diferencia. En este sentido el ente contralor, 
conociendo del reclamo de una funcionaria del Servicio Nacional de Turismo, 
señaló que “[…] respecto a que su jefe directo no fundamentó su precalifi ca-
ción, es oportuno manifestar, que se advierte una discrepancia entre las notas 
asignadas en los informes de desempeño y en la precalifi cación, sin que en 
esta última se emitieran comentarios que avalaran dicho actuar, lo que debe 
subsanarse, considerando, además, que es la misma jefatura la que elaboró 
ambos documentos”14.

La no exposición de los fundamentos para aplicar una determinada nota 
a un factor o subfactor. El órgano contralor, conociendo del reclamo de una 
funcionaria del Servicio de Vivienda y Urbanización Metropolitano, sostuvo 
que “[…] cabe manifestar que en la evaluación realizada por el jefe directo 
no se exponen –como lo exige el propio formulario destinado al efecto–, los 
fundamentos para aplicar, en lo que interesa, las notas máximas otorgadas 
a los respectivos factores, en particular aquellos referidos a los ítems Rendi-
miento y Ejecución”15.

4. La motivación de los acuerdos de la Junta de Califi cación

Las califi caciones de los funcionarios se materializan en los acuerdos de la 
Junta de Califi cación. El Estatuto Administrativo expresamente dispone que 
estos deben ser fundados, la CGR ha precisado dicha exigencia como “la ne-
cesidad de que dichos acuerdos deben enunciar los motivos, razones, causas 
específi cas y circunstancias precisas que se han considerado para asignar a 
un funcionario una determinada califi cación, antecedentes que por sí mismos 

12  CORDERO 2009, 64.
13  Dictamen Nº 33.094 (2011).
14  Dictamen Nº 58.128 (2014).
15  Dictamen Nº 34.258 (2015). 
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deben conducir al resultado de la evaluación verifi cada, debiendo existir, ló-
gicamente, una concordancia entre el fundamento emitido y las notas asigna-
das al empleado”16. Continúa aclarando que la fi nalidad de la motivación del 
acuerdo cumple con una doble fi nalidad, “por una parte, que el servidor esté 
en condiciones de asumir adecuadamente su defensa por la vía de interponer 
los recursos que le franquea la ley para impugnar su califi cación y no quede, 
en caso contrario, en la indefensión, y, por otra, con el objeto de que pueda 
mejorar su comportamiento laboral en el siguiente período, especialmente 
en aquellos aspectos que le han signifi cado una disminución de su evalua-
ción”17.

En atención a lo anterior, la CGR ha sostenido que adolece de falta de 
motivación el acuerdo de la Junta Califi cadora en las siguientes situaciones:

No se encuentra en el acuerdo de manera clara los hechos concretos 
acreditados o las circunstancias precisas que justifi can la reducción de notas, 
en atención a la precalifi cación realizada por el Jefe Directo. Así lo dictaminó, 
ante la petición de un funcionario de la Subsecretaría de Economía, Fomen-
to y Reconstrucción, al señalar que “[e]n la especie, el acuerdo de la Junta 
Califi cadora no se encuentra fundado, toda vez que no se desprende de él 
con claridad cuáles son los hechos concretos acreditados o las circunstancias 
precisas acaecidas dentro del período a evaluar que justifi can el proceder 
del órgano evaluador para bajar todas las notas que el jefe directo le asignó 
al reclamante”18. En el mismo sentido, respecto de una funcionaria del Ser-
vicio Nacional de Menores, reconoció que “[…]se ha podido advertir que el 
acuerdo del ente evaluador cumple con la exigencia debida, toda vez que 
en lo que se refi ere a la rebaja de los puntajes asignados por su jefe directo 
en la precalifi cación, se consignaron las apreciaciones y fundamentos que 
permitieron sostener esa modifi cación”19. Asimismo, acerca de un reclamo de 
un funcionario de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, manifestó que 
“[…] del análisis del acta emitida por el citado ente colegiado, se advierte 
que si bien se enuncian los instrumentos tenidos a la vista para arribar a la 
decisión que se objeta, no se precisa en base a qué elementos se sustenta la 
disminución de las notas en cada uno de los ítems antes mencionados, más 
aún si, como se aprecia, ello afecta a la totalidad de las competencias consi-
deradas para valorar el comportamiento laboral del reclamante, cuestión que 
impide concluir que aquél se encuentra debidamente motivado, en los térmi-
nos establecidos en la anotada preceptiva”20. De igual modo al conocer res-
pecto de un reclamo de una funcionaria de la Subsecretaría de Salud Pública, 
señaló que “[…] en lo referente a la falta de motivación del acuerdo y del fa-
llo de la apelación, cabe hacer presente que […] ambos instrumentos deben 

16  Dictamen Nº 16.292 (2005).
17  Dictamen Nº 16.292 (2005).
18  Dictamen Nº 16.292 (2005).
19  Dictamen Nº 78.622 (2013). 
20  Dictamen Nº 36.148 (2015).
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ser razonados, exigencia que […] implica enunciar las razones, antecedentes 
objetivos y circunstancias precisas consideradas para asignar la califi cación, 
requisitos que no se han cumplido en el caso en análisis, por cuanto el pri-
mer instrumento señalado solo indica cuáles notas se suben o se mantienen, 
mientras que el segundo no manifi esta los motivos de su rechazo”21. 

No basta con mencionar los fundamentos del acto sino que debe existir 
una concordancia lógica entre estos y las notas. En este sentido, cabe desta-
car que, ante el reclamo de una funcionaria del Servicio de Vivienda y Urbani-
zación Metropolitano, sostuvo que “[…] en lo que atañe al acuerdo de la Jun-
ta Califi cadora, es dable señalar que […] aquél deberá ser siempre fundado, 
exigencia que este Organismo Fiscalizador […] ha entendido como la necesi-
dad de que en ellos se enuncien los motivos, razones, causas y circunstancias 
que se han considerado para asignar a un funcionario una determinada califi -
cación, debiendo existir, lógicamente, una concordancia entre el fundamento 
emitido y las notas impuestas. Pues bien, en la documentación acompañada, 
se aprecia que el órgano colegiado al evaluar a la señora Peñailillo Rivas esta-
bleció los motivos para determinar las pertinentes notas, no obstante lo cual, 
al adoptar dicho acuerdo expresó que se tuvieron a la vista diversos antece-
dentes, entre los que se mencionan los informes de desempeño, situación 
que no se condice con la realidad pues, como se manifestó anteriormente, el 
segundo de esos instrumentos no fue elaborado”22.

El acuerdo puede remitirse a la precalifi cación satisfaciendo la obli-
gación de motivación del acto. Así lo sostuvo el órgano contralor, ante el 
reclamo de una funcionaria del Instituto Psiquiátrico Dr. José Horwitz Barak, 
indicando que “[…] en lo que respecta a la falta de motivación del acuerdo 
del citado órgano colegiado, es necesario apuntar […] que si el precalifi ca-
dor fundamentó su evaluación y la junta adhiere a ello, la decisión de esta 
última se entiende razonada, por lo que, en la especie, se debe analizar si su 
jefatura directa justifi có la puntuación en el ítem que se impugna, hecho que 
no es posible determinar ya que no ha sido acompañado documento alguno 
relativo a la materia, no obstante lo cual, en el evento que se haya omitido 
dicha argumentación, se confi guraría un vicio del proceso”23. Misma línea 
sigue ante el reclamo de una funcionaria del Servicio de Evaluación Ambien-
tal, resolviendo que “[…] la interesada expresa que su califi cación carecería 
de fundamento, a lo que es menester apuntar que de la documentación 
aportada consta que la Junta Califi cadora decidió mantener las notas de la 
precalifi cación adhiriendo a ésta, lo que permite advertir que aquélla cumple 
con la exigencia que se alega, dado que, según se anotó, la precalifi cación 
contiene las razones precisas y circunstancias concretas que se consideraron 
al asignar el puntaje obtenido”24. Asimismo ante el reclamo de una funciona-

21  Dictamen Nº 45.494 (2015).
22  Dictamen Nº 34.258 (2015).
23  Dictamen Nº 92.860 (2014).
24  Dictamen Nº 21.085 (2015).
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ria de la Defensoría Penal Pública, la CGR reconoció que “si el precalifi cador 
fundamentó su evaluación y la junta adhiere a ello, la decisión de esta última 
se entiende razonada, por lo que, en la especie, atendido que la jefatura di-
recta justifi có cada ponderación, señalando las razones de las mismas, se dio 
cumplimiento con la exigencia debida, siendo dable añadir, que en base a 
los elementos que tuvo a la vista, la mencionada junta determinó subir otros 
rubros”25. 

Sin embargo, en atención al punto anterior, si la precalifi cación no se 
encuentra sufi cientemente fundamentada no solo adolecerá de vicio sino 
que, también, afecta la validez del acto de la Junta de Califi cación. Dicha 
precisión la realizó el ente contralor, conociendo del reclamo de un fun-
cionario de la Policía de Investigaciones de Chile, en que dictaminó que 
“[…] en lo atinente al examen del decreto N° 21, de 2008, de esa Secretaría 
de Estado, corresponde señalar que por su intermedio no se han enmendado 
las observaciones consignadas en los referidos pronunciamientos, concer-
nientes a la improcedencia de disponer el retiro de los funcionarios de la 
Policía Civil sobre la base de un “expediente secreto” y un “ofi cio reserva-
do” emanados del Consejo Superior de Ética Policial, entidad, que como se 
expresara, carecía de la facultad de juzgar la conducta ética del personal de 
la institución en el desempeño de sus funciones. Ahora bien, no obstante en 
el acto en estudio, se contienen las razones que justifi carían la decisión de 
disponer el retiro de los funcionarios de la Policía de Investigaciones, expre-
sando la motivación que se tuvo en vista para sancionar esa medida, ello no 
subsana la irregularidad ocurrida en el procedimiento que sirvió de sustento 
a los decretos que se vienen complementando, consistente, precisamente, 
en la falta de motivación, por cuanto dicho requisito esencial, en tanto cons-
tituye el fundamento de tales actos administrativos –y por ende se encuentra 
íntimamente vinculada a la decisión adoptada–, debe concurrir al momento 
de la dictación de los mismos”26. Similar razonamiento se puede encontrar 
en el dictamen que se pronuncia sobre el reclamo de un funcionario de la 
Subsecretaría de Hacienda, en el cual la CGR determinó que “[…] de los 
antecedentes examinados se observa que el acuerdo del órgano colegiado 
no cumple con los supuestos previstos en la citada preceptiva y jurispru-
dencia, puesto que, en primer término, al adoptar su decisión, se remitió, 
entre otros, a la precalifi cación del interesado con el objeto de motivar su 
resolución, circunstancia que si bien podría ser considerada como sufi ciente 
para efectos de entender que aquél fundamentó adecuadamente los valores 
otorgados, ello no acontece en la especie, toda vez que en la precalifi cación, 
tampoco se indican las razones tenidas en cuenta para asignar la respectiva 
evaluación, lo que no solo la vicia, sino que afecta también la validez de di-
cho acuerdo”27.

25  Dictamen Nº 37.909 (2015).
26  Dictamen Nº 19.080 (2008).
27  Dictamen Nº 49.890 (2013).
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El acto que no expresa las propias razones o juicios sobre el desempe-
ño de la labor del funcionario respecto de todos los factores y subfactores, 
adolece de falta de motivación. En esta línea el órgano contralor ha soste-
nido, en el ya mencionado reclamo de un funcionario de la Subsecretaría de 
Hacienda, que “[…]los acuerdos que adopte el órgano evaluador deberán 
ser siempre fundados, exigencia que esta Institución Fiscalizadora […] ha en-
tendido como la necesidad de que señalen, respecto de todos los factores y 
subfactores que integran la califi cación, los antecedentes y consideraciones 
que determinen las notas asignadas a cada uno de esos componentes, lo 
que importa que las Juntas deben expresar y dejar constancia de sus propias 
razones y juicios acerca de la labor de los empleados que evalúa”; aprecia 
en concreto que “[…] la falta de razonamiento de la decisión de la Junta se 
advierte también en que no expresó su apreciación particular al asignar las 
notas a cada concepto ponderado, siendo dable añadir que en los subfacto-
res Cumplimiento de la Labor Realizada y Capacidad para Ejecutar Trabajos 
en Equipos, rubros que evaluó con nota 8, se limitó a reproducir los concep-
tos que, para tal efecto, se consignan en el artículo 5° del decreto N° 662, 
de 2001, del Ministerio de Hacienda –Reglamento Especial de Califi caciones 
del Personal de la Secretaría y Administración General de la citada Cartera de 
Estado–, sin exponer las conductas que determinaron la rebaja de puntaje, 
circunstancia que constituye un vicio del procedimiento”28. De igual manera, 
ha determinado que “[…] en los documentos examinados se observa que el 
acuerdo de aquélla no cumple con los mencionados supuestos, toda vez que 
se limitó a indicar que mantenía o subía ciertas notas, sin efectuar un análisis 
de las circunstancias que le permitieron alcanzar esa conclusión”29.

Cabe destacar que las constancias positivas en la precalifi cación no limi-
tan las facultades de la Junta de Califi cación para apreciar el comportamiento 
del funcionario, por lo que no hay una obligación de congruencia entre esta 
y el acuerdo que contenga la califi cación. Esta precisión ha sido compartida 
por la CGR, la que ha señalado que “[…] respecto a que no se habrían valo-
rizado sus constancias positivas, es menester anotar […] que tales datos re-
visten un carácter informativo y conforman solo parte de los distintos antece-
dentes que deben considerar los órganos evaluadores al ejercer su cometido 
y que no limitan sus facultades para apreciar el comportamiento funcionario, 
por lo que un servidor puede ser incluido en una lista defi ciente aun cuando 
posea anotaciones destacadas en su historial. En efecto, del estudio de ese 
acuerdo, aparece que este no expresa los motivos específi cos y circunstan-
cias precisas que determinan el rechazo del recurso de apelación deducido 
por el afectado, pues únicamente se hace alusión a la sanción que se le 
aplicó a aquél, sin indicar de qué manera ella permitió asignar notas a los 
distintos factores a evaluar, que sumado a la expresión de carácter genérico 
y de clara connotación subjetiva, referida a que “no aportó antecedentes 

28  Dictamen Nº 49.890 (2013).
29  Dictamen Nº 58.128 (2014).
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que permitan modifi car lo resuelto por la Junta Califi cadora de la III Zona 
Policial”, son argumentos que no exponen de manera clara y objetiva los 
eventos, hechos o conductas que infl uyeron en su decisión, imposibilitando, 
con ello, que el servidor esté en condiciones de asumir adecuadamente su 
defensa por la vía de interponer los recursos que le franquea la legislación 
vigente y que pueda, además, mejorar su comportamiento laboral en el si-
guiente período”30.

5. La motivación de acto que rechaza la apelación o reclamo

El acto que se pronuncia sobre la apelación o el reclamo de la precalifi cación, 
o sobre la impugnación de la califi cación también debe estar motivado. Di-
cha obligación se cumple de las siguientes maneras: 

Enunciando los motivos específi cos y circunstancias precisas conside-
radas. Así lo ha manifestado el órgano contralor entendiendo que “[…] en 
cuanto a la falta de motivación de la resolución que falló su apelación, es del 
caso anotar que, de los antecedentes estudiados, consta que en dicho instru-
mento se manifestaron los argumentos de la decisión, atendido lo cual, man-
tuvo la nota asignada por la Junta Califi cadora, satisfaciendo, de este modo, 
las exigencias de fundamentación”31.

Debiendo existir concordancia entre las razones esgrimidas y las notas 
asignadas. La CGR, conociendo del reclamo de un funcionario al ser inclui-
do en “Lista N° 4, Mala” se pronunció en este sentido, resolviendo que: 
“[…] cabe expresar que tal exigencia [motivación] implica que se deben 
enunciar los motivos específi cos y circunstancias precisas consideradas para 
modifi car la califi cación de un funcionario, debiendo existir una concordancia 
entre las razones esgrimidas y las notas asignadas al empleado, como ocurrió 
en la situación en estudio. En efecto, del estudio del acuerdo adoptado por 
dicho cuerpo colegiado para rechazar el recurso de apelación deducido por 
el reclamante, aparece que este deja constancia de haber tenido en cuenta la 
aludida sanción [disciplinaria de cinco días de permanencia en el cuartel], las 
evaluaciones de los meses de agosto y septiembre de 2009, y los conceptos 
emitidos por su jefe directo, de fecha 2 de octubre de la misma anualidad, 
cumpliéndose, entonces, con la exigencia de un acuerdo fundado”32.

Debiendo pronunciarse sobre las alegaciones realizadas por el inte-
resado. Este criterio ha sido sostenido por el ente contralor, al señalar que 
“[…] se observa que la resolución que desestimó la apelación del señor […] 
también incumple con la señalada exigencia, pues omite expresar las razones 
por las cuales sus alegaciones no fueron atendida”33.

30  Dictamen Nº 35.910 (2012).
31  Dictamen Nº 49.890 (2013).
32  Dictamen Nº 33.094 (2011).
33  Dictamen Nº 36.148 (2015).
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La CGR ha entendido que carece de fundamento dicho AA al omitir 
mencionar las causales de su determinación. Así lo ha sostenido, al consi-
derar que “[…] en cuanto a la ausencia de fundamento de la resolución que 
se pronunció acerca del recurso de apelación, es necesario recordar que […] 
ella debe ser debidamente motivada, es decir, consignar explícitamente la 
decisión que se adopta, mediante los antecedentes y circunstancias objeti-
vas que sirven de base para tal efecto, lo que no se verifi có en la especie, ya 
que la superioridad mantuvo la evaluación de la afectada, indicando que tal 
decisión se basó en la revisión de los argumentos planteados en el recurso, 
en la califi cación y en la precalifi cación, omitiendo mencionar las causas de 
su determinación”34. Asimismo, el acto adolecerá de falta de motivación al 
limitarse a realizar una enunciación general de las razones, idea también re-
frendada por la CGR, al señalar que “[…] se advierte que la resolución que 
falló el recurso de apelación solo consigna una enunciación general de las 
razones en cuya virtud se decidió mantener la califi cación, en circunstancias 
que la jurisprudencia de esta Institución Fiscalizadora […] ha sostenido que el 
principio de juridicidad conlleva la exigencia de que los actos administrativos 
tengan una motivación y un fundamento racional, requisito que no se satisfa-
ce en la especie”35.

Conclusiones

El deber de motivación consiste en el ejercicio por parte del OAE de fi jar los 
hechos en consideración, dando cuenta del proceso se subsunción de estos 
hechos en los supuestos de la norma jurídica, junto con razonar cómo llega a 
la decisión como consecuencia de un proceso lógico y jurídico, todo exterio-
rizado en el AA. 

La importancia de la motivación del AA radica en evitar la arbitrariedad 
del actuar de la Administración y, para garantizar el derecho de defensa del 
afectado por el acto en cuestión, quien requiere conocer cómo razonó el 
OAE para llegar a decisión, tanto respecto a sus elementos fácticos como ju-
rídicos, con el fi n de poder elaborar una impugnación efectiva del AA, cues-
tionando la sufi ciencia del razonamiento o la inexistencia del mismo.

La motivación es tanto un requisito formal como sustancial. El legislador 
mediante la Ley N° 19.880 explicita la obligación de los servicios a exte-
riorizar los motivos en los AA, tanto respecto de los actos terminales de un 
procedimiento administrativo (art. 41) como de aquellos que afecten los de-
rechos de los particulares (art. 11). La falta de motivación del AA afecta la va-
lidez del mismo al ser un vicio que recae sobre un requisito esencial y genera 
perjuicio al interesado. 

Respecto al proceso califi catorio de los funcionarios públicos, la CGR ha 
precisado su competencia limitándola a un control de la posible existencia 

34  Dictamen Nº 58.128 (2014).
35  Dictamen Nº 34.258 (2015).
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de arbitrariedades o vicios de legalidad en las diferentes etapas, excluyendo 
pronunciarse sobre el mérito o el desempeño de los funcionarios. 

La jurisprudencia administrativa nos ha entregado estándares referentes 
a la motivación de los principales actos del proceso califi catorio (precalifi -
cación, califi cación y apelación o reclamo). Así, respecto a la precalifi cación 
se exige fundamentar la aplicación de cada nota en un factor o subfactor; 
además, la discrepancia entre los informes de desempeño y la precalifi cación 
debe ser fundamentada. En cuanto a los acuerdos de la Junta de Califi cación 
se requiere enunciar los motivos, razones, causas específi cas y circunstancias 
precisas que se han considerado para asignar a un funcionario una determi-
nada califi cación, antecedentes que por sí mismos deben conducir al resulta-
do de la evaluación verifi cada, debiendo existir, lógicamente, una concordan-
cia entre el fundamento emitido y las notas asignadas al empleado. Acerca 
del AA que rechaza la apelación o reclamo, se deben enunciar los motivos 
específi cos y circunstancias precisas consideradas, requiriéndose que exista 
concordancia entre las razones esgrimidas y las notas asignadas; además, se 
exige pronunciamiento sobre las alegaciones realizadas por el interesado.

Finalmente, se observa que la CGR ha cumplido con su propuesta de 
limitarse a un control de legalidad referente a los procesos califi catorios sin 
intervenir en las apreciaciones de mérito de las facultades de las autoridades 
respectivas a evaluar el desempeño de sus funcionarios. 
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